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INTRODUCCIÓN

La Contraloría de Bogotá en desarrollo de su función constitucional y legal, y en cumplimiento de su Plan de Auditoria Distrital, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral – Modalidad Especial al Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, D.C. –Secretaría de Hacienda Distrital.

La auditoria se centró en la evaluación al Sistema de Control Interno y la Gestión y los Resultados de la entidad.

Los componentes de integridad seleccionados responden al análisis de la importancia y riesgos asociados a los procesos y actividades ejecutadas.

Las respuestas dadas por la entidad fueron analizadas, evaluadas e incluidas en el informe cuando se consideraron pertinentes.

Dada la importancia estratégica que el Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá tiene para el sector de los pensionados y la ciudad en general, la Contraloría de Bogotá espera que este informe contribuya a su mejoramiento continuo y con ello a una eficiente administración de los recursos públicos, lo cual redundará en mejor la calidad de vida de los pensionados por el Distrito.

1. DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL  CON ENFOQUE INTEGRAL MODALIDAD ESPECIAL

Doctor

PEDRO RODRIGUEZ TOBO

Secretario de Hacienda Distrital

Ciudad

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política de Colombia y el Decreto Reglamentario 1421 de 1993, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral a la entidad FONDO DE PENSIONES PUBLICAS DE BOGOTA – SECRETARIA DE HACIENDA DISTRITAL - a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión en el periodo entre el 1 de enero de 2002 y el 30 de junio de 2004; la comprobación de que las operaciones administrativas y económicas se realizaron conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos aplicables, la evaluación y el análisis al Sistema de Control Interno.

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá.  La responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la entidad, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales y la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno.

El informe contiene aspectos administrativos y legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de auditoria, fueron corregidos (o serán corregidos) por la administración, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva producción y/o prestación de bienes y/o servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoria Gubernamental Colombianas compatibles con las de general aceptación, así como con las políticas y los procedimientos de auditoria establecidos por la Contraloría de Bogotá.  El control incluyó el examen sobre pruebas selectivas de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la entidad y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno.

1.1 Concepto sobre Gestión y Resultados.

Practicada la  Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral-Modalidad Especial se  evaluó la gestión fiscal realizada por la Secretaría de Hacienda-Subdirección de Obligaciones Pensionales, durante las vigencias 2002-2004.  

De la evaluación al Sistema de Control Interno, se concluye que los controles existentes son deficientes con un alto riesgo en el reconocimiento de pensiones. El cruce de la base de datos de nómina de pensionados con la de inhumados de la Secretaria de Salud y Registraduría Nacional,  no se hace con la periodicidad requerida lo que trae como consecuencia la constitución de acreencias año a año sin que sean investigadas las mesadas no cobradas.      

Los expedientes en un 60% no cuentan con todos los documentos, encontrándose gran cantidad de los mismos  por archivar.  

Se presenta demora en el trámite y en la liquidación inadecuada de las pensiones lo que conllevan a continuas reclamaciones, derechos de petición, tutelas y hasta demandas, las cuales le generan al Fondo, reconocimiento de intereses, actualización condena, valores que constituyen posibles detrimentos patrimoniales al Distrito,  afectando negativamente la gestión del Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá. 

Así mismo, se evidenció ausencia de controles efectivos sobre el manejo de los expedientes en la Subdirección de Obligaciones Pensionales, debido a la falta de registros escritos y/o automatizados de la ubicación de los expedientes o responsable para cada actuación realizada en esta Subdirección. Esta situación conlleva a que se extravíen los expedientes, hecho que entorpece el proceso de reconocimiento, reliquidación y reajustes de pensiones, entre otros.

También, se detectó descuentos por concepto de salud sobre retroactivos de pensiones,  valores que son consignados a favor de las EPS, en detrimento del pensionado, siendo que el servicio no fue prestado hasta tanto se diera el reconocimiento de la pensión.

De igual forma, no existen controles efectivos por parte del Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá en el cumplimiento del contrato suscrito con el Consorcio FPB.

Como consecuencia de lo expuesto, se establecieron los siguientes hallazgos:

1.1.1. Pagos posteriores a la fecha de fallecimiento de pensionados y/o sustitutos. 

La relación de aproximadamente 600 certificados de defunción de los pensionados fallecidos entre junio de 2002 y junio 30 de 2004, solicitada por el equipo auditor, con el objeto de identificar la fecha de fallecimiento de cada uno de los pensionados fue confrontada  con los sistemas de información contenidos en la base de datos del Sisla, Secretaría de Salud, Registraduría Nacional, pagos reportados por el Consorcio, retiros provisionales y definitivos de nómina y listado de acreencias creadas y pagadas por el Consorcio. 

Se circularizó  a las entidades financieras con el fin de establecer la veracidad en la información reportada por el Consorcio, sobre los pagos efectuados con fecha posterior al fallecimiento del pensionado y se solicitó al Consorcio FPB sobre la gestión realizada ante las entidades financieras respecto a la devolución de los recursos consignados con fecha posterior al fallecimiento. Se evidenciaron casos en los que seguían reflejándose pensionados en los  reportes de históricos de pagos, hasta 10 meses después de haberse producido el deceso y el registro de mesadas pagadas después de esta fecha. 

De lo anterior, se denota falta de controles eficaces e incumplimiento de normas y de las obligaciones por parte de los funcionarios de la Secretaria de Hacienda Distrital a quienes les corresponde la revisión de los registros de inhumados. 

Esta investigación arrojó un posible detrimento por valor de $15.712.487.50
Los hechos anteriores, obedecen a la falta de un efectivo Sistemas de Control Interno en la Subdirección de Obligaciones Pensionales de la Secretaría de Hacienda, toda vez que no existe un filtro en la información suministrada al Consorcio FPB Fiduciaria La Previsora S.A.-Fiducafé por parte del FPPB; por ello se procede a efectuar el pago de mesadas a  personas fallecidas. 

1.1.2.  Reajuste de Ley 6 de 1992.

El articulo 116 de la Ley 6 de 1992, reglamentado mediante el Decreto 2108 del 28 de diciembre de 1992, ordenó el ajuste de las pensiones de jubilación del sector público del orden nacional reconocidas con anterioridad al 1º de enero de 1989 que presenten diferencias con los aumentos de salarios.

Para tal fin, al entrar en vigencia el Decreto 2108 de 1992, la Nación asignó a la Caja de Previsión Social Distrital, los siguientes recursos para atender el pago del ajuste, que de oficio estableció el citado Decreto a favor de los pensionados y administrativos nacionalizados a cargo de la Nación:

CONSIGNACIONES DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN AL DISTRITO CAPITAL PARA REAJUSTE DE LEY 6ª DE 1992

CUADRO No.1

	Año
	Asignación especifica resolución
	% anual de incremento aplicado al valor de la vigencia inmediatamente anterior – IPC
	Entidad a la que giró
	Monto anual asignado

$

	1993
	No. 01400 del 5 de abril
	
	Caja de Previsión Social Distrital
	229.474.181

	1994
	No.03252 del 25 de abril
	
	Caja de Previsión Social Distrital
	297.321.206

	1995
	No.2460 del 11 de julio
	
	Caja de Previsión Social Distrital
	392.523.456

	1996
	
	19.46%
	FAVIDI
	468.908.521

	1997
	
	21.63%
	FAVIDI
	570.333.434

	1998
	
	17.68%
	FAVIDI
	671.168.385

	1999
	
	16.70%
	FAVIDI
	783.253.505

	2000
	
	9.23%
	FAVIDI
	855.547.803

	2001
	
	8.75%
	FAVIDI
	930.408.236

	2002
	
	7.65%
	Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá – SHD
	1.001.584.466

	2003
	
	6.99%
	Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá – SHD
	1.071.595.220

	TOTAL
	
	
	
	7.272.118.412


Fuente: Ministerio de Educación Nacional

Posteriormente en el año 1996, la Caja de Previsión es liquidada y la función de pago de pensiones es trasladada al Fondo de Ahorro y Vivienda Distrital “FAVIDI”, entidad que recibió la responsabilidad de liquidar y pagar el reajuste de Ley 6ª; hecho que tampoco fue cumplido. 

Los docentes solicitaron administrativamente el reconocimiento del reajuste, el cual fue negado porque en su momento la administración consideró que tales pensionados en su carácter de Distritales no eran beneficiarios de éste, originándose una serie de demandas contenciosas desde el año 1999, concluyendo en  fallos donde se condenó al Fondo de Ahorro y Vivienda Distrital “FAVIDI” a pagar a los demandantes el valor del reajuste de la pensión de jubilación por concepto de Ley 6 de 1992, con su respectiva actualización condena e intereses moratorios.

En mayo de 2002, se traslada de FAVIDI a la Secretaria de Hacienda la función de la liquidación y pago de pensiones del Distrito, incluyendo la problemática del reajuste de Ley 6 de 1992, es así como luego de diez meses de haber asumido la representación judicial de los temas que manejaba FAVIDI con respecto al Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, debió afrontar las demandas tanto en la jurisdicción ordinaria como en lo Contencioso Administrativo, lo que desencadenó en enero de 2003, el embargo de las cuentas corrientes.

La Secretaria de Hacienda solicitó una adición presupuestal por valor de $14.000 millones, aprobada mediante Acuerdo No.094 del 29 de agosto de 2003, producto del traslado presupuestal del rubro del Servicio de la Deuda al rubro Nómina de Centros Educativos.

Como resultado de lo anterior, el Fondo de Pensiones Públicas - Secretaria de Hacienda canceló desde octubre de 2003 hasta el mes de febrero de 2004, por concepto de liquidación de reajuste de Ley 6ª de 1992 $12.771 millones, de los cuales $6.760 millones corresponden al reajuste como tal y $6.011 millones por concepto de actualización condena e intereses moratorios. Este último valor se  discrimina así: 

Los pagos efectuados de manera oficiosa, (dado que se trataba de un incremento ordenado por la ley e igualmente reglamentado por la misma) ascendieron a $4.533 millones; en cumplimiento de fallo $1.390 millones y por concepto de un tercer grupo formado por pensionados del orden distrital, también ordenado por fallo de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, (pues la ley que ordenó el reajuste señaló que era sólo para pensionados nacionalizados) fueron pagados $87.6 millones Es preciso aclarar que este tercer grupo está siendo evaluado con el fin de establecer la cuantía del posible daño patrimonial.
1.1.3 Acreencias.

Debido a la demora en el trámite para retirar oportunamente de nómina a pensionados fallecidos, se constituyen acreencias sin límite en el tiempo, situación originada en la desactualización en la información y la falta de efectividad en los controles toda vez que se generan reportes de pagos al Consorcio para que éste sitúe los fondos a las distintas entidades financieras y se proceda a efectuar el pago correspondiente cuando no hay lugar a ello; así mismo, no se gestiona ante las entidades financieras la devolución de los recursos, generando falta de rentabilidad para el patrimonio autónomo y por consiguiente pérdida del valor adquisitivo. 

1.1.4 Inconsistencias Contables.

Revisada la cuenta Deudores y Cuentas por pagar de cuotas partes pensionales de los Estados Contables a junio 30 de 2004,  se estableció  que la Subdirección de Obligaciones Pensionales no está cumpliendo en forma integral con las funciones establecidas, porque no obstante enviar las cuentas de cobro por concepto de cuotas partes a las diferentes entidades del orden distrital y nacional, no se han realizado acuerdos de pago ni conciliaciones de saldos con estas entidades, para de esta manera tener certeza sobre los saldos por cobrar y pagar, y así poder registrar en los estados contables los hechos económicos que se generan con estas transacciones, y no seguir registrando como se viene haciendo estas operaciones en cuentas de orden.

La Subdirección en mención reportó a la Subdirección de Consolidación Administración Central y Local, cuotas partes por cobrar por valor de $46.590. millones y cuotas por pagar por valor de $69.667 millones. No obstante como la Subdirección de Obligaciones Pensionales no ha realizado los acuerdos de pago, la Dirección de Contabilidad de la Secretaria de Hacienda Distrital, no ha efectuado los registros correspondientes en las cuentas del Activo y el Pasivo, por lo que los Estados Contables de las vigencias 2001, 2002, 2003 y primer semestre de 2004,  presentan saldos sin movimiento.

1.1.5 Inconsistencias en los datos del Sistema SISLA.

La Secretaria de Hacienda inició un proceso de construcción de un sistema automático que le permitiera, de una parte el manejo y administración de la nomina de pensionados y de otra, almacenar información relacionada con los tramites que los pensionados efectúan ante el Fondo.  El referido Sistema se conoce con el nombre de SISLA.

El criterio de la concepción del sistema de información SISLA es el de ser una herramienta técnica administrativa, que permita llevar un registro automatizado con las generalidades de los expedientes de los pensionados, los trámites en curso y el historial de las decisiones adoptadas en dicha materia, y de realizar el procesamiento de la nómina de pensionados, de manera integral.   Igualmente, posibilitar el acceso rápido y oportuno a la información de los pensionados y en especial a la materialización de las decisiones que en dicha materia se adopten, en concordancia con los procedimientos internos de la Subdirección de Obligaciones Pensionales de la Secretaria de Hacienda Distrital y apoyar técnicamente la toma de decisiones.

De lo anterior se observó, que la información contenida en la base de datos del sistema SISLA, es incompleta específicamente en lo relacionado con el proceso de los trámites pre- pensión y conexos a pesar de que el sistema está funcionando técnicamente sin mayores problemas.

Este inconveniente es causado por debilidades de control interno en la fase de implantación y utilización del sistema, debido a que no se están haciendo efectivos los controles administrativos que aseguren que la información producida con motivo de las actuaciones sobre los expedientes,  se incorpore en línea al sistema a la par con los documentos fuentes.

1.1.6. Inconsistencias presentadas en la revisión de expedientes de reconocimientos de pensiones y trámite de solicitudes.

En la revisión de los expedientes se constató que la liquidación de las pensiones no se realiza conforme lo establece la norma, es el caso de personas que les cobija el régimen de transición y no les aplicaron integralmente la Ley 33 de 1985, esto es,  tiempo (20 años de servicio), edad (55 años) y monto (75% de lo devengado en el último año). 

El Fondo de Pensiones viene aplicando parcialmente la Ley 33 de 1985, para edad y tiempo de servicio y la Ley 100 del 93, para calcular el monto; a raíz de esta situación se presentan continuas reclamaciones que no son atendidas por la Administración, no obstante la múltiple jurisprudencia de los altos tribunales.
Lo anterior puede generar a futuro reclamaciones y demandas, que ocasionarían detrimento al patrimonio del Distrito.

Se encontraron casos de pensionados que habiendo laborado más de 20 años de servicio, no se les liquidó con más del 75%, en aplicación del artículo 34 de la Ley 100/93.

El Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, no resuelve oportunamente las solicitudes de reconocimiento de pensión presentadas mediante derechos de petición, incumpliendo el artículo 19 del Decreto 656 de 1994 en concordancia con las sentencias T-1244-01, T-191-02, T-001 Y T-588 de 2003, que estipulan que las solicitudes de pensión se deben resolver en un término máximo de 4 meses. 

Con base en los hallazgos presentados en los párrafos anteriores, la información suministrada por la entidad y la aplicación de diversas pruebas de auditoria, nos permiten conceptuar, que en la gestión adelantada por las administraciones del Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, no se han acatado las disposiciones que regulan esta materia; no se cuenta con un Sistema de Control Interno confiable que ofrezca garantía en el manejo de los recursos, se denota falta de revisión en la base de datos, lo cual ha incidido para que el uso de estos recursos no se manejen criterios de economía, eficiencia, eficacia y equidad, razones que conllevan a emitir un concepto de gestión desfavorable.

En desarrollo de la presente auditoria tal como se detalla en el Anexo No.1, se establecieron 37 hallazgos de tipo administrativos, 10 de tipo fiscal en cuantía de $6.026.7 millones, los cuales se trasladarán a la Dirección de Responsabilidad Fiscal, 11 tienen alcance disciplinario los cuales se trasladarán a la Personería Distrital.
1.2.  Consolidación de Hallazgos.

En desarrollo de la presente auditoria tal como se detalla en el Anexo No. 1, se establecieron 37 hallazgos de tipo administrativos, 10 de tipo fiscal en cuantía de $6.026.7 millones, los cuales se trasladarán a la Dirección de Responsabilidad Fiscal, 11 tienen alcance disciplinario los cuales se trasladarán a la Personería Distrital.

A fin de lograr que  la labor de auditoria conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los quince (15) días al recibo del presente informe.

El Plan de Mejoramiento debe detallar las medidas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento a su ejecución.

2. RESULTADOS DE LA AUDITORIA

La Ley 100 de 1993 estableció que la entidad encargada de asumir el reconocimiento de la prestación de pensión de los empleados públicos (para el caso de Bogotá), lo era la Caja de Previsión Social Distrital), quien debía demostrar que contaban con las reservas exigidas para atender el pago de las obligaciones pensionales.

El Alcalde Mayor de Bogotá, D.C., mediante el Decreto 349 de 1995, declaró la insolvencia de la Caja de Previsión Social Distrital, por cuanto no demostró que poseía las reservas necesarias para cubrir esta obligación; lo anterior en cumplimiento de lo dispuesto en el Decreto Ley 1296 de 1994 y Decreto 1068 de 1995 (Reglamentario de la Ley 100 de 1993).

La Ley 100 de 1993, también introdujo cambios substanciales en el reconocimiento y pago de las pensiones, para el caso de Bogotá, D.C. a partir del 30 de junio de 1995, fecha en la que entró a regir el Sistema General de Pensiones. No obstante, aplicando lo ordenado en el articulo 36 de la misma, que tiene que ver con el régimen de transición, el cual consiste en que aquellos funcionarios que llevaren 15 años de servicio o tuvieren, en el caso de las mujeres 35 años de edad o 40 en los hombres a la fecha, conservarán los derechos pensionales contenidos en las normas anteriores a esta ley (Ley 6 de 1945, Ley 33 de 1985 y Ley 71 de 1988, entre otras).  Aquellos que no reunieren estos requisitos, se les aplicará en su integridad las disposiciones contenidas en la presente Ley en cuanto edad, monto y factores a tener en cuenta para el reconocimiento pensional.

Mediante Decreto 350 de 1995 y de acuerdo a lo establecido en la Ley 100 de 1993, se creó para el Distrito Capital  el Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, D.C., como una cuenta especial sin personería jurídica, adscrita a la Secretaria de Hacienda Distrital, con recursos administrados a través de un encargo fiduciario.  
El FPPB asumió tal función a partir del 1 de enero de 1996 con las siguientes funciones:
1. Sustituir a la Caja de Previsión Social del Distrito en el pago de las pensiones a su cargo y de las sustituciones pensionales que se causen.

2. Sustituir en el pago de las pensiones legales o convencionales a su cargo y de las sustituciones pensionales que se causen a las entidades Distritales del sector central de la administración, los establecimientos públicos, las empresas industriales o comerciales y de servicios públicos (…).

Posteriormente, el Decreto 350 de 1995 fue modificado por el Decreto 716 de 1996, que le asignó otras funciones al FPPB para su operatividad, tales como:

3. Propender que las entidades sustituidas en el pago de pensiones cumplan oportunamente con las transferencias de las sumas correspondientes a cada entidad por concepto de pasivos pensionales y que la nación efectúe las transferencias que le correspondan de conformidad con la ley (…).

4. Asumir las funciones que con respecto a bonos pensionales le asigne la ley.

5. Recaudar las sumas que le correspondan a las entidades sustituidas por concepto de las cuotas partes pensionales a cargo del FPPB y atender el pago de las que le corresponda.

Adicionalmente, el Decreto 716 de 1996, le otorgó funciones al Fondo de Ahorro y Vivienda del Distrito – FAVIDI -, respecto de pensiones, entre otras las siguientes:

6. Reconocer y pagar pensiones convencionales de las entidades sustituidas.

7. Todas las actividades que impliquen la operación y funcionamiento del FPPB, excepto aquellas concernientes al manejo financiero de los recursos necesarios para el cumplimiento de las obligaciones del Fondo, las cuales estarán en cabeza de la Secretaria de Hacienda.

Mediante Decreto 1150 de 2000, el Alcalde Mayor de Bogotá, D.C., modificó los Decretos 350 de 1995 y  716 de 1996, en el sentido de que le asignó a la Subdirección de Obligaciones Pensionales de la Secretaria de Hacienda Distrital: el manejo de los expedientes de los pensionados del Distrito, elaboración de los actos administrativos de pensiones y cuotas partes, reconocimiento del seguro por muerte y accidente de trabajo, la coordinación de todo lo relacionado con el activo fijo, muebles e inmuebles de propiedad del FPPB, el control de ejecución del contrato de administración del patrimonio autónomo y la coordinación de la operación y funcionamiento del FPPB, entre otras.

Posteriormente, se expidieron decretos modificatorios al 1150, que postergaron la asunción definitiva de la totalidad de las funciones del manejo del FPPB por parte de la Secretaria de Hacienda, hecho que se dio a partir del 10 de mayo de 2002, mediante Decreto 153 del 30 de abril del mismo año.

El Decreto 433 de 2002 fijó competencias para el reconocimiento de obligaciones y bonos pensionales en cabeza de la Subdirección de Obligaciones Pensionales, dependiente de la Dirección de Crédito Público de la Secretaria de Hacienda Distrital.

En cumplimiento del Decreto 350 de 1995, la Secretaria de Hacienda Distrital suscribe el contrato No. 08 del 17 de mayo de 2001, cuyo objeto “es la administración mediante un patrimonio autónomo por parte del administrador, de los recursos financieros de Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, D.C., y la realización del pago de los pasivos pensionales a cargo del mismo, (…).

2.1.  Evaluación al Sistema de Control Interno.

Teniendo en cuenta los resultados obtenidos en la auditoria, se señala a continuación aspectos relacionados con la evaluación al sistema de control interno efectuados en la Subdirección de Obligaciones Pensionales, así como al manejo y efectividad de los controles. 

2.1.1 Ambiente De Control
Debido a que los procedimientos establecidos en el área de pensiones no son funcionales y no incluyen controles, la alta Dirección se encuentra en proceso de implementar un plan de choque que permita una mejor gestión en el área y rediseñar los procedimientos que permitan fluidez en el trámite e información efectivos controles.

De acuerdo a las encuestas realizadas, se percibe que  falta mayor claridad acerca del concepto del sistema de control interno frente a lo que realiza la Oficina de Control Interno. 

Al interior del área se observa que no se están aplicando en su totalidad los procedimientos que sirvieron de base  para obtener la certificación ISO.

Las inquietudes planteadas por los funcionarios hacia la alta Dirección no son atendidas oportunamente, según lo manifestado por los mismos.
Aún cuando se manifiesta que existen  espacios generados por el área para hacer más eficiente las labores propias de la dependencia, no se evidencia registro alguno de dichas reuniones.

2.1.2 Administración del Riesgo

Con anterioridad a esta administración, la alta Dirección no promovía conciencia del control de riesgo; sin embargo, en la actualidad se encuentra en proceso de puntualizar su esfuerzo en el tema de pensiones.

Los procedimientos certificados no están siendo aplicados, ya que carecen de puntos de control y niveles de responsabilidad, falta de organización interna, existe mucho desorden administrativo en el área de correspondencia.

Falta mayor promoción por parte de la alta Dirección para concientizar a los funcionarios de la cultura del riesgo, toda vez que se observó que su manejo  opera a nivel de directivos, sin la debida participación y conocimiento del mapa de riesgos a nivel de funcionarios.

2.1.3.  Operacionalización de Elementos:

El recurso humano no es suficiente para atender adecuada y plenamente las funciones propias de la dependencia.

Tal como está concebida, la estructura actual no permite que el área esté orientada al logro de los objetivos corporativos, no cuenta con planes de acción.  Aún cuando la Coordinadora de Pensiones manifestó que tenía conocimiento de que existía un plan de acción, éste nunca se oficializó.  Sin embargo, indica que se encuentra en proceso de implementar el plan de choque.

La Coordinación de Pensiones ha venido implementando mecanismos de seguimiento de las acciones programadas, más, estos puntos de control, no se encuentran definidos en los procedimientos certificados.

Falta mayor capacitación a los funcionarios que manejan el área de correspondencia, para que sea más eficiente el direccionamiento y fluya con mayor agilidad y seguridad.
Las actividades establecidas en los procedimientos certificados no se están cumpliendo, situación que obligó al aplazamiento de la auditoria para el seguimiento de los mismos, toda vez que éstos están siendo replanteados por la nueva administración.

2.1.4 Documentación
Los manuales de procedimientos establecidos no cumplen con la función para la cual fueron creados.

2.1.5 Retroalimentación

No obstante haberse suscrito  un  Plan de Mejoramiento entre la Secretaría de Hacienda-Fondo de Pensiones Públicas y la Contraloría de Bogotá, el área manifestó no tener conocimiento de dicho plan, lo que deja entrever que no se ha llevado a cabo ninguna acción de mejoramiento y que los sistemas de comunicación no son efectivos.

2.2. Hallazgos de Auditoria.

2.2.1. Disciplinarios

Se evidenció total ausencia de control tanto en el reparto de trabajo para sustanciar procesos de reconocimiento del reajuste de ley 6, así como en la Subdirección de Obligaciones Pensionales, al momento de asignar los números de la Resoluciones, tal como se evidencia a continuación:

2.2.1.1. En el libro radicador de Resoluciones   de la vigencia 2003 (folios 1374 y 1375) se notan inscripciones a nombre de otras personas sobrescritos a los borres efectuados. 

2.2.1.2. En un mismo día se expedían actos administrativos relativos a la misma persona resolviendo situaciones totalmente diferentes, como es el caso: mediante Resolución 2558 del 27 de octubre de 2003, se negó el reconocimiento   de reajustes pensionales de Ley 6ª de 1992  a la señora ANA GIORGINA AYALA DE CABRA, identificada con cedula de ciudadanía No.  20.167.447, y el mismo día, a través de la  Resolución No. 2583 se reconoce  y ordena el pago del referido reajuste.
2.2.1.3. Al pensionado identificado con la  CC. 20.873.526,  mediante Resolución No. 1978 del 01/09/03 se le reconoció y pagó reajuste  de Ley 6 de 1992, en cuantía de $18.535.546, sin embargo, mediante Resolución No. 2395 de 09/10/03 se le niega indicando que no tiene derecho.

 2.2.1.4. Los pensionados SEGUNDO PORFIRIO CHAPARRO PATIÑO  identificado con la  CC. 1.019.243 y   LEONOR ACOSTA DE VACA CC No.21.208.480 de Bogotá les fue pagado reajuste de Ley 6 de 1992, en cuantías de $19.938.207, $12.255.343 respectivamente; pero éstos a diferencia de los demás pensionados, si bien es cierto según la documentación soporte, tiene derecho al reajuste, no existe acto administrativo que ordene dichos pagos, pues en la Resolución  2002 del 11 de septiembre de 2003 y su anexo  “CUADRO RESUMEN PAGO LEY  SEXTA DE OFICIO”  no se relaciona el señor CHAPARRO, tampoco se incluye a la señora ACOSTA en la resolución 2701 del 10 de noviembre de 2003 y sus anexos. 
Es pertinente señalar  que estos pensionados otorgaron poder  a la abogada  Nubia González Cerón, el cual se radicó el 05/09/03. 

2.2.1.5. Mediante Resoluciones: No. 0133 de febrero de 2000 expedida por FAVIDI, No. 890 de 12 de junio de 2003 y No. 2584 de octubre de 2003 expedidas por la de la Secretaria de Hacienda, se efectúan reconocimiento  de reajuste de Ley 6 de 1992, indicando que se procede en acatamiento a fallos judiciales y el mismo sentido se anota en el “CUADRO RESUMEN PAGO LEY  SEXTA POR FALLO JUDICIAL”  Sin embargo al ubicar las sentencias, no aparece ningún fallo, de tal forma que no hay certeza si el reconocimiento fue o no de oficio.
2.2.1.6. Según certificación expedida por la Subdirección de Obligaciones Pensionales del 25/10/04 a la señora  ELVIA ORDONEZ C.C. 20.068.892, no se registran valores pagados por concepto de Ley 6/92, contrario a lo observado en los históricos de pago de fecha mayo de 2002. Al solicitar nueva certificación en octubre de 2005, se indica que sí hay registro de pago, de lo que se colige la falta de control del sistema  de información y lógicamente la incertidumbre de la información.

2.2.1.7. Para efectos del pago del reajuste de Ley 6/92 se destinó una partida especial como fue la aprobada  con el acuerdo No 094 del 29 de agosto de 2003,  es decir que estos dineros tenían esa destinación especifica, sin embargo, con esos mismos dineros se pagó la reliquidación de pensión de jubilación a la señora MARIA ELENA VARGAS DE CASTRO C.C. 20.235.707, no obstante haber expedido acto administrativo para indicar que los recursos para el pago de la pensión debían proceder del Ministerio Educación Nacional.

2.2.1.8. El Reajuste de Ley 6/92 operó para aquellos pensionados con anterioridad a enero 1 de 1989 a efectos de compensar las diferencias en el aumento de las pensiones  en el sector público. Con anterioridad a la citada fecha,  el señor Plata Rugeles C.C. 2.097.150, se le reconoció su pensión mediante Resolución No. 0926 del 16 de septiembre de 1992, de tal forma que no tendría derecho, sin embargo se le aplicó el reajuste de esta Ley de manera oficiosa con Resolución No.2507 de octubre de 2003 y el pago se le efectuó día 31 del mismo mes y año.

      2.2.1.9. A la señora LUZ YOLANDA LOPEZ DE ESPITIA C.C. 20.088.588,  el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en providencia de enero 31 de  2002, ordenó se le reconociera el reajuste de la Ley 6 de 1992, el cual no fue tenido en cuenta por la Subdirección de Obligaciones Pensionales de la Secretaria de Hacienda, y mediante Resolución 2699 de noviembre 10 de 2003, ordena que el reconocimiento se realice de manera oficiosa, y en tal sentido se señaló en el “CUADRO RESUMEN PAGO LEY  SEXTA PENSIONADOS DEL ORDEN NACIONAL FER, OCTAVA ENTRGA, OFICIO CON APODERADO” Y ASÍ SE EFECTO EL GIRO EL 13/11/03.
En el mismo acto administrativo que ordena el reajuste de oficio, se le reconoce personería Jurídica a la abogada  Nubia González Cerón, sin que se hubiera podido establecer que tipo de actuación realizaría. 

2.2.1.10. En el expediente de Yolanda Cifuentes E. C.C. 20.168.653, se halló que en julio de 2002 se le paga el reajuste de Ley  6/92,  sin embargo, en octubre de 2003, se expide la Res. 2391 negando el mismo reajuste. 

 2.2.1.11. ANA GIORGINA AYALA DE CABRA, C.C.  20.167.447, mediante   Resolución 2558 del 27 de octubre de 2003, se le negó el reconocimiento de los reajustes pensionales de Ley 6ª de 1992, pero con Resolución No. 2583 de la misma fecha se reconoce  y ordena el pago del referido reajuste.

 2.2.2.  Fiscales

Con el fin de conocer las actividades relacionadas en la Subdirección de Obligaciones Pensionales específicamente en el área Sustanciación y Liquidación, se aplicaron los cuestionarios para la evaluación de control interno de dicha área, así como se efectuó una revisión de aproximadamente 600 certificados de defunción de los pensionados fallecidos entre junio de 2002 y junio de 2004, con el objeto de identificar la fecha de fallecimiento de cada uno de ellos y confrontar los registros con los sistemas de información del SISLA, Secretaría de Salud, Registraduría Nacional, pagos reportados por el Consorcio, retiros provisionales y definitivos de nómina y listado de acreencias creadas y pagadas por el Consorcio.

Se circularizó a las entidades financieras con el fin de establecer la veracidad en la información reportada por el Consorcio, sobre pagos de nómina efectuados con fecha posterior al fallecimiento del pensionado.  

Igualmente, se solicitó al Consorcio mediante oficio 11442-020 del 24 de enero de 2005, informara sobre la gestión realizada respecto a la devolución de los recursos consignados con fecha posterior al fallecimiento del pensionado y aclaración de la inconsistencia de la información enviada a esta entidad sobre pagos y constitución de acreencias.  En razón a que la entidad dio respuesta parcial a la solicitud, se remitió al Subdirector de Fiscalización de la Dirección Gobierno, para iniciar el proceso administrativo sancionatorio fiscal.

De acuerdo a la muestra seleccionada para verificar la situación de los pensionados fallecidos, se evidenciaron casos donde se registran mesadas pagadas después de la fecha de defunción del pensionado y/o sustituto. 

Los casos expuestos a continuación, denotan incumplimiento en las obligaciones por parte de los funcionarios de la Subdirección de Obligaciones Pensionales-Secretaria de Hacienda Distrital a quienes les corresponde la revisión de los registros de inhumados, dado que siguen apareciendo reportados en los históricos de pagos, hasta 10 meses después de haber fallecido, así como falta de controles eficaces e incumplimiento de las normas. 

2.2.2.1. Presunto detrimento por valor de $1.907.776, según pago efectuado por el  Banco Ganadero con cargo a la cuenta No.306-868860, correspondiente al señor ANTONIO MENDOZA AFANADOR, identificado con cédula de ciudadanía No.1.914.648, quien falleció el 1 de septiembre de 2003, según reporte de la Registraduría Nacional del Estado Civil del día 9 de agosto de 2004.

2.2.2.2. Presunto detrimento por valor de $2.460.000, según pago efectuado por Bancafé-Sucursal Manizales con cargo a la cuenta No.256-64645-6 correspondiente a la señora TRÁNSITO CASTRO DE GUEVARA, identificada con cédula de ciudadanía No.20.406.727, quien falleció el 26 de junio de 2002 tal como consta en el certificado de defunción No.4412541 allegado a este equipo auditor, por el área de nómina.

2.2.2.3. Presunto detrimento por valor de $2.207.372, por pago efectuado por Bancafé-Sucursal Kennedy con cargo a la cuenta de ahorros No.66652761-9 correspondiente a la señora MARÍA ENIT RODRÍGUEZ VALENCIA, identificada con cédula de ciudadanía No. 24.257.040, pensionada y/o sustituta del Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, quien falleció el 17 de mayo de 2003, tal como consta en el Certificado de Defunción No.4285857 allegado a este equipo auditor, por el área de nómina.

2.2.2.4. Presunto detrimento al patrimonio por valor de $656.538.50, según pagos efectuados por Bancafé-Sucursal Ibagué con cargo a la cuenta No.224-60767-1 a nombre del señor FACUNDO CORTES LEYTON, identificado con la cédula de ciudadanía No.2.865.061, pensionado por el Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, quien falleció el día 3 de diciembre de 2002, tal como consta en el Certificado de Defunción No.A1492585 allegado a este equipo auditor por el área de nómina del FPPB.

2.2.2.5. Presunto detrimento por valor de $2.158.430 según pago realizado en efectivo por el Banco  de Occidente Sucursal Chapinero, correspondiente a la señora ENRIQUETA SOSA DE LEON, identificada con cédula de ciudadanía No.20.101.541, fallecida el 26 de mayo de 2003, quiera era sustituta del señor Marco Aurelio León con cédula No.52.116.

Es de anotar que la mencionada señora (q.e.p.d) falleció hace 2 años y a febrero de 2005, continuaba figurando en el SISLA con suspensión preventiva, lo que indica desactualización en los sistemas.

2.2.2.6. Presunto detrimento por valor de $1.040.861, pago efectuado por Bancafé-Sucursal Chinchiná-Caldas con cargo a la cuenta de ahorros No.167543693 correspondiente a la señora SOFIA EDELMIRA RUEDA DE PINTO 
identificada con cédula de ciudadanía No.20.035.210, fallecida el 25 de septiembre de 2003, tal como consta en el Certificado de Defunción No. A1624531 allegado a este equipo auditor por el área de nómina del FPPB y quien era sustituta del señor Luís Eduardo Pinto con cédula No.167.465.

2.2.2.7. Presunto detrimento al patrimonio por valor de $832.024, según pago efectuado por Bancafé- Sucursal Calle 80 con cargo a la cuenta de ahorros No.213541048 a nombre de la señora ORESIA SUAREZ DE LOPEZ, identificada con la cédula de ciudadanía No.23.590.438, fallecida el 19 de mayo de 2003, quien era sustituta del señor Roberto Azael López  con cédula de ciudadanía No.24.223.

Es de anotar que la mencionada señora (q.e.p.d) falleció hace dos años y a febrero de 2005, continúa figurando en el SISLA como ACTIVA.  Igualmente, en la base de datos enviada por el Consorcio, reporta pagos hasta el mes de septiembre de 2004. Esta situación, indica desactualización en los sistemas y falta de gestión de la administración en no solicitar el respectivo certificado de defunción para proceder a registrar la novedad correspondiente y por ende retirarla de nómina.

2.2.2.8. Presunto detrimento al patrimonio por valor de $356.582, según pago efectuado por Bancafe sucursal Calle 80 con cargo a la cuenta de ahorros No.213-53998-4 cuyo titular era la señora REBECA PINEDA, identificada con la cédula de ciudadanía No.20.218.549, sustituta del señor Arturo Valderrama con cédula No.74.876, fallecida el 28 de diciembre de 2002, tal y como consta en el Certificado de Defunción No.A1531487 allegado a este equipo auditor, por el área de nómina.

2.2.2.9. Presunto detrimento por valor de $4.092.904, según pagos efectuados por Bancolombia Sucursal Las Aguas, con cargo a la cuenta No.113044011-43 correspondiente a la señora JULIA ADELA ROMERO VDA. DE LEAL, identificada con cédula de ciudadanía No. 20.010.821, fallecida el 5 de septiembre de 2003, tal como consta en el certificado de defunción No. A1461221, allegado a este equipo auditor por el área de nómina del FPPB.

Las cifras antes mencionadas se reflejan en el histórico de pagos generado por la Coordinación de nómina de la Subdirección de Obligaciones Pensionales. 

Las anteriores actuaciones, generan un presunto detrimento al patrimonio del Distrito Capital por valor total de $15.712.487.50 y tienen además, incidencia disciplinaria.

2.2.2.10.   Reajuste de Ley 6 de 1992.

El articulo 116 de la Ley 6 de 1992, reglamentado mediante el Decreto 2108 del 28 de diciembre de 1992, ordenó el ajuste de las pensiones de jubilación del sector público del orden nacional reconocidas con anterioridad al 1º de enero de 1989 que presenten diferencias con los aumentos de salarios.

Posteriormente en el año 1995,  este artículo es declarado inexequible por la Corte Constitucional según sentencia C-531 de noviembre 20 de 1995, por violar el principio de unidad de materia consagrado en el artículo 158 de la Constitución, ya que la Ley 6/92 era una reforma tributaria.

No obstante lo anterior, de acuerdo con la sentencia, la declaratoria de inexequibilidad no implicaba que las entidades de previsión social o los organismos encargados del pago de pensiones dejaran de aplicar aquellos incrementos pensionales que fueron ordenados por la norma declarada inexequible y por el decreto 2108 de 1992.  Es decir, que los efectos causados por la Ley hasta la fecha de la sentencia deberían cumplirse, ya que era una situación jurídica consolidada.

De acuerdo a lo anterior, serían reajustadas las pensiones de jubilación del Sector Público del Orden Nacional a partir del 1º de enero de 1993, 1994 y 1995, así:

PORCENTAJES DE REAJUSTE PARA CADA VIGENCIA

 EN CUMPLIMIENTO DE LA LEY 6ª DE 1992

CUADRO No.2

	Año de causación del derecho a la pensión
	% del reajuste aplicable a partir del 1º de enero del año

	1981 y anteriores 28%, distribuidos así:
	1993

12%
	1994

12%
	1995

4%

	1982 hasta 1988 14%, distribuidos así:
	7%
	7%
	


Ahora bien, mediante la Ley 43 del 1 de diciembre de 1975, se nacionalizó la educación primaria y secundaria que venían prestando los departamentos, intendencias, comisarías, municipios y el Distrito Especial de Bogotá.  De tal manera, al cambiarle por disposición legal la relación laboral y en consecuencia al ser el nuevo patrono la nación, los educadores adquirieron el carácter de NACIONALIZADOS.

Posteriormente, el Congreso de la República expidió la Ley 91 de 1989, que en su artículo segundo reglamentó la forma como la nación y las entidades territoriales según el caso debería asumir las obligaciones prestacionales con el personal docente.  Es decir, para efectuar los respectivos pagos la Nación tendría que hacer los aportes correspondientes con fundamento en los convenios suscritos con las entidades territoriales y las cajas de previsión social o las entidades que hicieren sus veces.

Es así, como se suscribe un convenio interadministrativo entre la Nación – Ministerio de Educación Nacional  - Ministerio de Hacienda y Crédito Público - y el Distrito Capital, para el pago de pensiones del personal docente y administrativo nacionalizado, contenido en la Ley 43 de 1975 y otras leyes de la nacionalización de la educación.  El objeto del convenio es el reconocimiento y pago de la nómina de pensionados docentes nacionalizados, causadas antes del 29 de diciembre de 1989 y del personal administrativo nacionalizado de conformidad con la Ley 100 de 1993, que venía reconociendo y pagando la Caja de Previsión Social del Distrito Capital.

El Decreto Reglamentario No. 2108 de 1992 en su articulo 2º estipulaba que las entidades de previsión social o los órganos que estuvieran encargadas del pago de las pensiones de jubilación, debían liquidar y pagar los reajustes ordenados en la Ley 6 de 1992 con los recursos que la nación girara al entrar en vigencia este  Decreto.  La Nación asignó al Distrito Capital los siguientes recursos:

CONSIGNACIONES DEL MINISTERIO DE EDUCACION AL DISTRITO CAPITAL

PARA REAJUSTE DE LEY 6ª DE 1992

CUADRO No.3

	Año
	Asignación especifica resolución
	% anual de incremento aplicado al valor de la vigencia inmediatamente anterior – IPC
	Entidad a la que giro
	Monto anual asignado $

	1993
	No. 01400 del 5 de abril
	
	Caja de Previsión Social Distrital
	229.474.181

	1994
	No.03252 del 25 de abril
	
	Caja de Previsión Social Distrital
	297.321.206

	1995
	No.2460 del 11 de julio
	
	Caja de Previsión Social Distrital
	392.523.456

	1996
	
	19.46%
	FAVIDI
	468.908.521

	1997
	
	21.63%
	FAVIDI
	570.333.434

	1998
	
	17.68%
	FAVIDI
	671.168.385

	1999
	
	16.70%
	FAVIDI
	783.253.505

	2000
	
	9.23%
	FAVIDI
	855.547.803

	2001
	
	8.75%
	FAVIDI
	930.408.236

	2002
	
	7.65%
	Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá - SHD
	1.001.584.466

	2003
	
	6.99%
	Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá - SHD
	1.071.595.220

	TOTAL
	
	
	
	7.272.118.412


Fuente: Ministerio de Educación Nacional

Es de aclarar, que a partir de la vigencia 1996, el reajuste de Ley 6ª de 1992, quedó incorporado al costo anual de la nómina de los pensionados docentes nacionalizados.
Teniendo en cuenta lo anterior, se entiende que en su momento (años 1993,1994 y 1995) la Caja de Previsión Social del Distrito, debió liquidar y pagar de manera oficiosa a los docentes nacionalizados del orden Distrital el reajuste de la Ley 6 de 1992, siendo que contaba con los recursos para ello.

Posteriormente en el año 1996, la Caja de Previsión es liquidada y la función de pago de pensiones es trasladada al Fondo de Ahorro y Vivienda Distrital “FAVIDI”, entidad que recibió la responsabilidad de liquidar y pagar el reajuste de Ley 6ª de 1992, hecho que tampoco se dio. 

Los docentes solicitaron administrativamente el reconocimiento del reajuste, el cual fue negado porque en su momento la administración consideró que tales pensionados en su carácter de Distritales no eran beneficiarios del reajuste, originándose una serie de demandas contenciosas desde el año 1999, las cuales condenaron al Fondo de Ahorro y Vivienda Distrital “FAVIDI” a pagar a los demandantes el valor del reajuste de la pensión de jubilación por concepto de Ley 6ª de 1992, indexado de acuerdo con el articulo 178 de C.C.A. y de conformidad con lo dispuesto en el articulo 1º del Decreto 2108 de 1992, respecto de los años 1993, 1994 y 1995 desde el momento en que la Ley 6/92 y su decreto reglamentario (2108) del mismo año tuvieron vigencia hasta el 20 de noviembre de 1995, según sentencia C-531 proferida por la Corte Constitucional.

Una vez aprobado el presupuesto del Distrito para el pago del reajuste de la Ley 6ª de 1992, el Fondo de Pensiones Públicas ordenó al Consorcio FPB, cancelar a pensionados nacionalizados dicho reajuste, a través de 20 entregas, según lo establecido en el contrato No. 08 del 17 de mayo de 2001, para el manejo de los recursos del patrimonio autónomo y pago de pensiones.

Dado lo anterior, el Fondo de Pensiones Públicas – Secretaria de Hacienda canceló desde octubre de 2003 a febrero de 2004, por concepto de liquidación de Ley 6ª de 1992 $12.771 millones, de los cuales $6.760 millones corresponden al reajuste como tal y $6.011 millones por concepto de actualización condena e intereses moratorios. Este último valor se  discrimina así: 

Los pagos efectuados de manera oficiosa, (dado que se trataba de un incremento ordenado por la ley e igualmente reglamentado por la misma) ascendieron a $4.533 millones; en cumplimiento de fallo: $1.390 millones y por concepto de un tercer grupo formado por pensionados del orden distrital, también ordenado por fallo de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, (pues la ley que ordenó el reajuste señaló que era sólo para pensionados nacionalizados) fueron pagados $87.604.926. Es preciso aclarar que este tercer grupo está siendo evaluado con el fin de establecer la cuantía del posible daño patrimonial.

El anterior hallazgo tiene también incidencia disciplinaria
2.2.3. Administrativos
2.2.3.1. Inconsistencias Contables.

Del análisis contable a las cuentas que se enuncian a continuación, relacionadas con el Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, se determinó que al confrontar los Estados Contables de la Fiduciaria y los de la Subdirección de Obligaciones Pensionales – Secretaría de Hacienda Distrital, la Cuenta Depósitos dados en la Administración Pensiones, presenta las siguientes inconsistencias:

CUENTA DEPÓSITO DADOS EN ADMINISTRACIÓN PENSIONES

CUADRO No.4

Millones $

	Cuenta
	Estados Contables 2003
	Fiduciaria 2003
	Diferencia
	Estados Contables junio 2004
	Fiduciaria junio 2004
	Diferencia

	Depósito dados en Administración Pensiones
	314.4
	124.2
	190.2
	439.5
	223.8
	215.7


Fuente: Estados Contables e Informe Fiduciaria.

Se observa la falta de un efectivo seguimiento al contrato fiduciario; como también al registro y conciliación de la Cuenta Depósitos Dados en Administración.

Revisada la Cuenta Deudores y Cuentas por Pagar de Cuotas Partes Pensionales de los Estados Contables a junio 30 de 2004, se estableció lo siguiente:

Los Decretos Distritales 350 de 1995, mediante el cual se creó el Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, el 716 de 1996 que adiciona y modifica el anterior y 1150 de 2000, establece en el artículo tercero llevar los registros contables y estadísticos necesarios para garantizar un estricto control de las fuentes y usos de los recursos, así como, propender que las entidades sustituidas en el pago de pensiones cumplan oportunamente con las transferencias de las sumas correspondientes a cada entidad por concepto de los pasivos pensionales, igualmente recaudar las sumas que le correspondan a las entidades sustituidas por concepto de las cuotas partes de las pensiones a cargo del fondo y atender el pago de las que el correspondan.

Por otra parte, éste último decreto establece en el artículo quinto, numeral dos, elaborar los acuerdos de pago y demás mecanismos para el cumplimiento de las obligaciones pensionales.

La Subdirección de Obligaciones Pensionales no está cumpliendo en forma integral con las funciones establecidas en las normas citadas,  porque no obstante enviar las cuentas de cobro por concepto de cuotas partes a las diferentes entidades del orden distrital y nacional, no se han realizado acuerdo de pago ni conciliaciones de saldos con estas entidades, para  de esta manera tener certeza sobre los saldos por cobrar y pagar, y así poder registrar en los estados contables los hechos económicos que se generan con estas transacciones, y no seguir registrando como se viene haciendo estas operaciones en cuentas de orden.

La Subdirección en mención reportó a la Subdirección de Consolidación Administración Central y Local, cuotas partes por cobrar por valor de $46.590 millones y cuotas por pagar por valor de  $69.667 millones. No obstante lo anterior, como la Subdirección de Obligaciones Pensionales no ha realizado acuerdos de pagos, la Dirección de Contabilidad de la Secretaria de Hacienda Distrital, no ha efectuado los registros correspondientes en las cuentas del Activo y el Pasivo, razón por la cual los Estados Contables de las vigencias 2001 a  2003 y primer semestre de 2004, presentan saldos sin movimiento, que se muestra en los siguientes cuadros: 

Estados Contables de la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá D.C.

ACTIVO NO CORRIENTE

CUADRO No.5

Millones $

	Vigencias
	31-Dic-2001
	31-Dic-2002
	31-Dic-2003
	30-Junio-2004

	Deudores
	
	
	
	

	Otros Deudores
	1.273.
	3159.
	3.159.
	3.159.


PASIVO NO CORRIENTE 

CUADRO No.6

	Vigencias
	31-Dic-2001
	31-Dic-2002
	31-Dic-2003
	31-Dic-2004

	Cuentas por pagar
	
	
	
	

	Otras Cuentas por Pagar
	5.246.
	5.246.
	5.246.
	5.246.


Lo anterior contraviene las normas de contabilidad adoptadas en la Resolución 400 de 2000, Plan General de Contabilidad Pública, en particular las relacionadas con las condiciones y cualidades establecidas en los numerales 1.2.4 y 1.2.5, en especial las correspondientes  a la integridad, confirmación y objetividad de las cifras  reveladas frente a la realidad económica de los bienes, derechos y obligaciones existentes, y los Principios de Contabilidad, establecidos en el numeral 1.2.6, en lo relacionado con el reconocimiento, causación y revelación de los hechos económicos, porque la información contable debe reflejar en forma consistente, razonable y ajustada la realidad económica, la totalidad de las operaciones, y que en cumplimiento del proceso contable éstas deben quedar evidenciadas en documentos y libros de contabilidad, constituyéndose así, en una herramienta para el análisis y control de los distintos usuarios.

Por los criterios expuestos, los Estados Contables no reflejan la situación económica del Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

El Sistema de Control Interno del área contable presenta algunas deficiencias que no permiten que la información financiera sea confiable, porque no se tienen priorizados los procesos más importantes; no se incorpora oportunamente toda la información de todas las áreas que la suministran, ya sea interna o externa; los métodos de verificación no son eficientes.

La anterior situación se configura como un hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto la ley 134 de 2002 art. 48, numeral 52 considera falta gravísima “(...) y no observa las políticas, principios y plazos que en materia de contabilidad pública se expidan con el fin de producir información confiable oportuna y veraz”.

2.2.3.2.  Inconsistencias en los datos del Sistema SISLA

Con posterioridad al recibo de la información del FPPB proveniente de FAVIDI, la Secretaria de Hacienda inició un proceso de construcción de un sistema automático que le permitiera, de una parte el manejo y administración de la nómina de pensionados y de otra, almacenar información relacionada con los trámites que los pensionados efectúan ante el Fondo.  El referido Sistema se conoce con el nombre de SISLA.

Durante la auditoria especial al FPPB, se observó que la información contenida en la base de datos del sistema SISLA, presenta deficiencias de completitud de los datos, específicamente en lo relacionado con el proceso de los trámites pre-pensión y conexos.

El sistema provee los medios para registrar de manera automática todas las actuaciones relacionadas con los trámites de las pensiones en forma individual por cada solicitud, indicando coordinadores, ejecutores y tiempos de cada actuación.  

No obstante lo anterior, se evidenció que en la mayoría de casos únicamente se efectúa el registro en el sistema, las visitas que realizan los pensionados a los centros de atención y las solicitudes presentadas por éstos, pero lo concerniente al desarrollo de fondo del trámite no se incorpora al sistema, como es el caso de las solicitudes de pensión y/o reliquidación, derechos de petición, tutelas, recursos de reposición y/o apelación y sentencias de la Corte Constitucional, donde por efecto de las mismas, se profieren actos administrativos que afectan directamente los montos de las pensiones otorgadas por el FPPB.

De igual forma, en los casos en que existen actos administrativos (Resoluciones) de negación, modificación de régimen o de cuantías y demás aspectos relevantes, únicamente se está registrando en el sistema el último acto proferido, lo cual no permite reconstruir las decisiones adoptadas, teniendo que acudir a la consulta del expediente físico, situación que va en contravía del uso óptimo de los recursos tecnológicos y de la información a través de las herramientas computacionales, máxime que la entidad ha invertido sumas importantes para tal fin.

De otra parte,  se observaron inconsistencias en la información de la historia laboral. A manera de ejemplo, se citan los siguientes casos, donde la información consignada en el expediente no concuerda con la incorporada en el sistema, así:

INCONSISTENCIAS HISTORIA LABORAL PENSIONADOS

CUADRO No.7

	CEDULA
	ENTIDAD SISLA
	HISTORIA LABORAL EXPEDIENTE

	41.402.579
	SEC. GOBIERNO
	HOSPITAL ENGATIVA

	17.184.246
	SED
	OBRAS PUBLICAS

	41.413.873
	S. SALUD
	DABS

	41.516.546
	H. SAN BLAS
	H. SAN CRISTOBAL

	41.406.119
	H. SAN BLAS
	H. SAN CRISTOBAL

	41.338.078
	H. RAFAEL URIBE
	H. TUNJUELITO


El criterio de la concepción del sistema de información SISLA es de una parte, la herramienta técnica administrativa que permita llevar un registro automatizado con las generalidades de los expedientes de los pensionados, los trámites en curso y el historial de las decisiones adoptadas en dicha materia, y de otra, realizar el procesamiento de la nómina de pensionados de manera integral.  Igualmente, posibilitar el acceso rápido y oportuno a la información de los pensionados y en especial a la materialización de las decisiones que en dicha materia se adopten, en concordancia con los procedimientos internos de la Subdirección de Obligaciones Pensionales de la SHD y apoyar técnicamente la toma de decisiones.

Lo anterior es causado por debilidades de control interno en la fase de implantación y utilización del sistema, debido a que no se están haciendo efectivos los controles administrativos que aseguren que la información producida con motivo de las actuaciones sobre los expedientes,  se incorpore en línea al sistema a la par con los documentos fuentes. 

Esto conlleva a que el sistema a pesar de estar funcionando técnicamente sin mayores problemas, no está incorporando en línea la información de los trámites, trayendo como efectos los siguientes:

No contiene la información necesaria que permita establecer de una manera rápida y confiable los datos originados con las actuaciones que se realizan en cada expediente, específicamente las relacionadas con las solicitudes de pensión, reliquidaciones, derechos de petición, tutelas, recursos de reposición, tiempos y responsables de cada uno de los pasos, lo mismo que las decisiones adoptadas con motivo de los mismos, toda vez que si bien la Entidad da solución a los trámites, no es posible a través del sistema SISLA, establecer si las respuestas se otorgan dentro de los términos establecidos por la Ley, qué funcionarios actuaron y/o tomaron decisiones en cada caso, lo mismo que los tiempos trascurridos. 

Dificulta el ejercicio del control de los procesos, debido a que la herramienta computacional no contiene la información clave para la toma de decisiones  teniendo que acudir como única opción al expediente físico de forma manual, pese a las inversiones importantes que en materia tecnológica ha efectuado la Entidad para la modernización y tecnificación del proceso pensional en el Distrito Capital. 

2.2.3.3. Inconsistencias presentadas en la revisión de expedientes de  reconocimientos de pensiones.

Como resultado en la revisión de 185 expedientes de reconocimiento de pensión, durante el período 2002 y primer semestre de 2004, se observa lo siguiente:

2.2.3.3.1.  Se constató que, la liquidación de las pensiones no se realiza conforme lo establece la norma, es el caso de personas que les cobija el régimen de transición y no les aplicaron integralmente la Ley 33 del 85 esto es,  tiempo (20 años de servicio), edad (55 años) y monto (75% de lo devengado en el último año). 

El Fondo de Pensiones viene aplicando parcialmente la Ley 33, para edad y tiempo de servicio y la Ley 100 del 93, para calcular el monto; a raíz de esta situación se han presentado continuas reclamaciones que no son atendidas por la Administración no obstante la múltiple jurisprudencia de las Cortes al respecto.
La Subdirección de Pensiones no tiene un criterio unificado en la aplicación de la citada Ley, porque en la mayoría de los expedientes que revisó el equipo auditor estableció que en la liquidación no se cumple con lo dispuesto con respecto al monto que establecido. 

Como ejemplo a lo anterior se citan los siguientes casos: 

Gutiérrez Martínez Cecilia, C.C. 28006229 

Guerrero Ferrucho Luís Enrique, C.C. 19053826

Schonewolff Garavito Mercy, C.C. 41516546 

Ardila Leonor, C.C. 41339728 

Soler Rodríguez Gloria, C.C. 41537737 

Jácome Chavero Zully Rosario, C.C. 41466211 

Rozo de Pineda Ana Cecilia C.C. 41355001 

Naranjo Torres Marina, C.C. 20321851 

Rodríguez Muñoz Carlos Arturo, C.C. 3057905 

Matamoros Arévalo Gustavo, C.C. 17119072 

Rodríguez Barbosa Hugo, C.C. 17095206 

Pinzón Raúl Antonio, C.C. 17167979 

Ríos Espitia David, C.C. 17063937, entre otros.

Esto se configura como un hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por el no cumplimiento de las normas citadas y de los fallos que sobre la materia han expedido los tribunales.

Lo anterior puede generar reclamaciones y demandas, que ocasionarían detrimento al patrimonio del Distrito, por tanto, deben quedar consignados en el plan de mejoramiento a fin de que en adelante se den los correctivos necesarios.
2.2.3.3.2. Se encontraron casos que habiendo laborado más de 20 años de servicio, a los pensionados no se les aplicó el artículo 34 de la Ley 100/93 como en los siguientes casos:

Rosa Maria Meléndez de Ordóñez, C.C. 41.526.789, quien laboró 28 años   

Arquímedes Forero Puerto C.C. 19.144.943, quien laboro 29 años 

Gutiérrez Martines Cecilia C.C. 28006229, quien laboro 30 años

Guerrero Ferrucho Luis Enrique C.C. 19053826, quien laboro 29 años 

Schonewolff Garavito Mercy C.C. 41516546, quien laboro 27 años 

Parra Parada Miguel C. C. 17181467, quien laboro 29 años 

Ardila Leonor C.C. 41339728 quien laboro 29 años 

Jácome Chavarro Zully Rosario C.C. 41466211, quien laboro 35 años 

Rozo de pineda Ana Cecilia C.C. 41355001, quien laboro 27 años 

Naranjo Torres Marina C.C. 20321851, quien laboro 26 años 

Acosta de Gaitan Camila C.C. 20006645, quien laboro 33 años 

Chaves de Herrera Lucila C.C. 20005450, quien laboro 34 años 

Matamoros Arévalo Gustavo C.C. 17119072, quien laboro 29 años 

Rodríguez Barbosa Hugo C.C. 17095206, quien laboro 27 años 

Panzón Raúl Antonio C.C. 17167979, quien laboro 30 años, entre otros.

Situación que se configura como un hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por el no cumplimiento de las normas citadas. Lo anterior puede generar reclamaciones y demandas, que ocasionarían detrimento al patrimonio del Distrito, por tanto, deben quedar consignadas en el plan de mejoramiento a fin de que se implementen las acciones correctivas del caso.

2.2.3.3.3.  Respuesta inoportuna a los derechos de petición de solicitudes de pensiones de jubilación, como en los siguientes casos:
MARIA GILMA ACEVEDO BELTRAN C. C. No. 41.592.587

Radicación No. 36020 recibida en el Consorcio F.B.P. en septiembre 29 de 2003, según Resolución No. 1313 de noviembre 18 de 2004, se niega la pensión de jubilación.

ROSALBA ROMERO ALDANA C.C. No. 41.502.493

Radicación No. 57854 recibida por el consorcio F.B.P en noviembre 28 de 2003. Respuesta a peticionario oficio 2004EE66188 junio 18 de 2004, en la cual le informan que están solicitando a la Secretaria de Educación certificaciones laborales de los años 1991,1992, 1993 y 1994. La Secretaria de Educación envía certificaciones laborales, según oficio de julio 14 de 2004. A diciembre 15 de 2004 No aparece en el expediente respuesta definitiva por parte de la Secretaría de Hacienda Distrital – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

ROSA ELVIRA ARIAS BORDA C. C. No: 41.440.954

Radicación de solicitud reconocimiento y pago pensión de jubilación recibida por el Consorcio F.B.P. en agosto 08 de 2003. A diciembre 15 de 2004, no aparece en el expediente respuesta definitiva por parte de la Secretaría de Hacienda Distrital – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

EMILIO SANCHEZ RESTREPO C. C. No. 19.069.015

Radicación No. 72781 recibido en el Consorcio F.B.P. en abril 28 de 2004. Aparece respuesta parcial según oficio 2004EE60988 de junio 07 de 2004. A diciembre 15 de 2004, no aparece en el expediente respuesta definitiva por parte de la Secretaría de Hacienda Distrital – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

JOSE RICAURTE SÁNCHEZ C. C. 17.168.257

Radicación No. 61114, marzo 31 de 2004. Solicitud de pensión convencional, sin respuesta definitiva por parte de la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

Las anteriores situaciones evidencian que el Fondo Público de Pensiones de Bogotá, no resuelve a tiempo las solicitudes de reconocimiento de pensión presentadas mediante derechos de petición, se configura como un hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por el incumplimiento del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 en concordancia con las sentencias T-1244-01, T-191-02, T-001 Y T-588 de 2003, que estipulan que las solicitudes de pensión se deben resolver en un termino máximo de 4 meses; el incumplimiento de los artículos 1 y 2 de la Ley 87 de 1993, por la falta de controles que procuren que las operaciones y la administración de la información se realicen de acuerdo a las normas vigentes y la falta de un sistema de control interno que garantice el cumplimiento de los principios rectores de la administración pública; se incumple el inciso 2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002 que reafirma el deber de todo funcionario público de actuar con diligencia, eficiencia e imparcialidad y lo contemplado en los artículos 2, 3, y 4 del Código Contencioso Administrativo, que establecen como principios rectores de las actuaciones administrativas los principios de economía, celeridad, imparcialidad, entre otros, para la pronta resolución de las peticiones realizadas por los ciudadanos, a través de los derechos de petición.

2.2.3.3.4.  Respuesta inoportuna a los derechos de petición de solicitudes de reliquidación de pensiones de jubilación como en los siguientes casos:

ZOILA MARIA TORO DE NARVAEZ C. C. No. 20.088.036

Radicación No. 22845 solicitud de marzo 06 de 2003. A diciembre 14 de 2004 no aparece en el expediente respuesta definitiva por parte de la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

CARMEN ROSA CELY DE RODRIGUEZ  C. C. NO. 20.950.165

Radicación No. 25509, solicitud recibida por el Consorcio F.P.B. en abril 15 de 2003. Respuestas parciales según oficios Nos. 2003EE60327 de julio 07 de 2003 y 2004EE16113 de febrero 23 de 2004. Según oficio 2530 de octubre 26 de 2004 el Juzgado Décimo Civil Municipal de Bogotá D. E., admitió la acción de tutela interpuesta por la Sra. Carmen Rosa Cely. Según la Resolución 1237 de noviembre 02 de 2004, se reliquida pensión de vejez a favor de la Sra.  Carmen Rosa Cely de Rodríguez. Respuesta definitiva oficio 2004EE114064 de noviembre 02 de 2004, mediante el cual se le notifica de la Resolución 1237. Según los antecedentes que se encuentran en el expediente la mencionada señora, efectuó mediante derechos de petición el reajuste de la pensión según las solicitudes  Nos. 201183 de agosto 10 de 2001 y 202234 de octubre 11 de 2001.

LUIS EDUARDO ARIAS BARAJAS C. C. No. 19.132.718

Radicación No. 27219 de marzo 05 de 2003. Sin respuesta definitiva por la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

LUZ MARINA PEÑA MUÑOZ C. C. No. 41.348.454

Radicación No. 32338 recibida por el Consorcio F.B.P. de agosto 08 de 2003. Respuesta parcial según oficio No. 2003EE98805 de octubre 03 de 2003. Sin respuesta definitiva por parte de la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

FLERIDA BARRERA DE SARMIENTO C. C. No. 20.273.963

Radicación No. 36021 recibido por el Consorcio F.B.P. en septiembre 26 de 2003. Respuesta parcial según oficio 2003EE 127832 de diciembre 15 de 2003, en la cual le informan al peticionario que se esta pasando al abogado sustanciador. Respuesta definitiva según oficio 2004EE66184 de junio 18 de 2004.

EFRAIN MARTINEZ CASALLAS C.C. No. 1.171.392

Radicación No. 44168, recibida en noviembre 12 de 2003. Respuesta parcial según oficio No. 2003EE98805 de octubre 03 de 2003. A diciembre 14 de 2004, sin respuesta definitiva por parte de la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

MARCO ANTONIO ALBORNOZ VELANDIA C. C. No. 4.093.481

Radicación No. 47989, recibida por el Consorcio F.B.P. en diciembre 12 de 2003. Respuesta parcial según oficio No. 2003EE136474 de diciembre 30 de 2003. A diciembre 14 de 2004 sin respuesta definitiva por parte de la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá. 

BUENAVENTURA NARVAEZ RUIZ C. C. No. 1.857.916

Radicación No. 48934, recibida por el Consorcio F.B.P. en diciembre 22 de 2003. Respuesta parcial según oficio No. 2004EE98 de enero 02 de 2004. A diciembre 14 de 2004 sin respuesta definitiva por parte de la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

AMIRA BECERRA DE VIVAS C.C. No. 20.204.040

Radicación No. 48933, recibida en el Consorcio F.B.P. en diciembre 22 de 2003. Respuesta parcial según oficio 2004EE96 de enero 02 de 2004. A diciembre 14 de 2004, no aparece en el expediente respuesta definitiva por parte de la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

MARIA FANNY CARDOZO MARTINEZ C. C. No. 41.468.595

Radicación No. 55066, recibida en el Consorcio F.B.P. en febrero 17 de 2004. A diciembre 14 de 2004 sin respuesta definitiva por parte de la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

JUDITH BUITRAGO MONTOYA C. C. No. 28.982.033

Radicación No. 61523, recibida en el consorcio F.B.P. en marzo 30 de 2004. A diciembre 14 de 2004, sin respuesta definitiva por parte de la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá.

En los anteriores casos se evidencia que el Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá no resuelve a tiempo las solicitudes de reliquidación  de pensión presentadas mediante derechos de petición 

Se configura como un hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por el incumplimiento  de los artículos 1 y 2 de la Ley 87 de 1993, debido a la falta de controles que procuren que las operaciones y la administración de la información se realicen de acuerdo a las normas vigentes y la falta de un sistema de control interno que garantice el cumplimiento de los principios rectores de la administración pública; se incumple con el inciso 2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002 que estipula que todo funcionario público está en la obligación de actuar con diligencia, eficiencia e imparcialidad, con lo contemplado en los artículos 2, 3, y 4 del Código Contencioso Administrativo, que establecen como principios rectores de las actuaciones administrativas los principios de economía, celeridad, imparcialidad, entre otros, para la pronta resolución de las peticiones realizadas por los ciudadanos, a través de los derechos de petición.

2.2.3.3.5. Respuesta inoportuna a recursos de reposición y apelación como en el siguiente caso:

JORGE ENRIQUE BERNAL  C. C. No. 17.183.730

Radicación No. 67822 recurso de reposición contra Resolución No. 0511 de marzo 30 de 2004, por la cual se resuelve la solicitud de reconocimiento de una pensión de jubilación, fecha de presentación abril 19 de 2004. Sin respuesta definitiva por parte de la Secretaria de Hacienda – Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá. 

Lo anterior situación contraviene lo estipulado en el artículo 60 del Código Contencioso Administrativo, debido a que si bien es cierto transcurrido dos (2) meses contados a partir de la interposición de los recursos de reposición o apelación, ocurre el silencio administrativo negativo, esto no exime a la administración de resolver el mencionado recurso, mientras no se haya acudido a la jurisdicción en lo contencioso administrativo. Igualmente, se incumple con el inciso 2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002 que estipula que todo funcionario público está en la obligación de actuar con diligencia, eficiencia e imparcialidad

2.2.3.3.6. Incumplimiento del contrato de prestación de servicios No. 0110000-185-0-2004 a nombre de Campo Elías Vaca Perilla, identificado con C. C. No. 3.626.614, quien prestó sus servicios como abogado sustanciador en el Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá para dar trámite de sustanciación y reconocimiento de pensiones, bonos pensionales y demás obligaciones pensionales del Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, igualmente para dar trámite a los derechos de petición, tutelas y recursos de vía gubernativa. El mencionado abogado trabajó desde mayo 06 hasta junio 29 de 2004 según acta de terminación por mutuo acuerdo.
Mediante acta de fecha agosto 09 de 2004, suscrita por las Doctoras Ángela Sarmiento Tobón Abogada investigadora de la Oficina asesora de Investigaciones Disciplinarias, Elizabeth Trujillo Huertas Coordinadora “E” del Grupo de Pensiones y Ana Lucia Arias Posso Secretaria Ad Hoc, fue necesario abrir las gavetas del escritorio del puesto de trabajo del mencionado abogado, puesto que no entregó los expedientes a su cargo. En noviembre 09 de 2004 el Dr. Vaca presentó un informe de actividades de su gestión del mes de junio de 2004.

Se pudo constatar incumplimiento de las obligaciones especiales del contratista estipuladas en los términos de referencia del contrato, ya que se le entregaron expedientes de solicitudes de pensión, reliquidación de pensiones, recursos de reposición y apelación, entre éstos, ocho (8) expedientes de pensionados pertenecientes a la Asociación de Pensionados del Distrito AGREPENDIC y como se comentó anteriormente, fue necesario retirar los expedientes del escritorio del funcionario por su falta de cumplimiento.

Igualmente, existe incumplimiento de las obligaciones de la interventora del contrato Dra. Carmen Amelia Hernández Velasco quien emitió en Noviembre 16 de 2004, una constancia en la cual certifica que el contratista desarrolló las actividades relacionadas en su informe de actividades de noviembre 09 de 2004, presentándose contradicción con el acta de agosto 09 de 2004, en la cual consta que se abrió el escritorio del mencionado contratista para sacar los expedientes.

La anterior situación se configura como un hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, por el incumplimiento de las obligaciones contractuales del contrato de prestación de servicios No. 0110000-185-0-2004 y lo normado en los numerales 1, 2, 5 y 22 del artículo 34 de la Ley 734, que establecen entre otros deberes de los servidores públicos: cumplir los contratos de trabajo en términos de diligencia, eficiencia e imparcialidad; la debida custodia de la documentación e información a su cargo y la responsabilidad y responder por los útiles, equipos y muebles confiados a su guarda y administración

2.2.3.3.7. Se evidenció el extravió del expediente correspondiente al señor JOSE ALBERTO AMAYA REYES, identificado con  C.C. 17.194.439, de lo cual se dejó constancia en actas de visita administrativa suscritas los días 27 de diciembre de 2004 y 13 de enero de 2005.
La anterior situación se configura como un hallazgo de tipo administrativo con incidencia disciplinaria, toda vez que se incumple con lo normado en el numeral 5 del artículo 34 de la Ley 734, que establece los deberes de todo servidor público: “Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o función conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso,.........”. Igualmente se incumple con lo contemplado en los artículos 1 y 2 de la Ley 87 de 1993, porque deben existir controles que garanticen la adecuada administración de la información y recursos, evitando los riesgos y las desviaciones que afecten el logro de los objetivos de la organización. 

2.2.3.3.8. Inconsistencias presentadas en la información suministrada por el Consorcio FPB.

Una vez obtenida la respuesta de las entidades financieras para confirmar los pagos posteriores a la fecha de fallecimiento de los pensionados y/o sustitutos del Fondo de Pensiones Públicas, se observó que la gestión realizada por el Consorcio F.P.B. al respecto, no es eficiente por las razones que se describen a continuación: 

Las entidades financieras que se detallan más adelante, informan que el Consorcio F.P.B., no ha solicitado la devolución de los recursos consignados en la cuenta de los pensionados, así: 

INFORMACIÓN ENTIDADES FINANCERAS 

CUADRO No. 8

	CEDULA
	PENSIONADO Y/O SUSTITUTO
	BANCO-SUCURSAL-CUENTA
	FECHA DE RESPUESTA

	133.139
	Deogracias Espinosa E.
	Bancafé-Cra. 10
	0843 del 13-01-05

	29.933
	Fernando Acosta Lleras
	Bancafé-Hda. Santa Bárbara
	Enero 5 de 2005

	35.020
	Edilberto Darío Jiménez R.
	Banco Occidente-
	Enero 31 de 2005

	35.528
	Pedro Alejandro García RD.
	Davivienda-Fusagasugá
	Enero 12 de 2005

	72.739
	Miguel A. Rangel Franco
	Bancafé-Hda. Santa Bárbara
	Enero 5 de 2005

	20.006.271
	Leonilde Tijaro Vda. De Avila
	Bancafé-El Prado
	Enero 12 de 2005

	20.015.619
	Etelvina Avila de Peña
	Bancafé-Calle 80
	Enero 8 de 2005

	20.104.277
	Mª. del Carmen Guerrero de G.
	Bancafé-Prado Veraniego
	Enero 12 de 2005

	20.241.721
	Ana Celmira Medina Vda. de C.
	Bancafé-Av. Ciudad de Quito
	Feb. 14 de 2005

	20.242.108
	Olga Rivera de Silva
	Bancafé-Unicentro
	Enero 11 de 2005


Fuente: respuestas entidades financieras.

Una vez evaluadas las respuestas presentadas por las distintas entidades financieras, respecto al pago de las mesadas posteriores a la fecha de defunción de los pensionados y/o sustitutos del Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá, informan que los recursos fueron reintegrados al Consorcio; sin embargo, estos valores no se reflejan en Acreencias Constituidas de acuerdo a la información presentada a esta entidad según comunicación 13534 del 20 de agosto de 2004, así:
INFORMACIÓN ENTIDADES FINANCIERAS 

CUADRO No. 9

	CÉDULA
	PENSIONADO Y/O SUSTITUTO
	BANCO-SUCURSAL-CUENTA
	FECHA DE RESPUESTA

	11.995
	Alfonso María Castellanos
	Bancafé-Plaza Américas
	013-29704 del 21 octubre-04

	23.414
	José Reinaldo López Ramos
	Bancafé-La Estrada
	411 del 25 octubre-04

	161.595
	Rafael Poveda
	Bancafé-Central Abastos
	411 del 25 octubre-04

	20.010.821
	Julia Adela Romero Vda. De Leal
	Bancafé-San Martín
	CPRSM 139-04 Noviembre 9-04

	20.083.545
	María del Carmen Quintero Rojas
	Bancafé-Las Nieves
	Enero 18 de 2005

	20.131.296
	Erika Freundova de Gómez
	Bancafé-Centro Andino
	BCA-1177 del 11 noviembe-04

	20.433.826
	Concepción Velásquez Vda. De Reina
	Bancafé-Calle 100
	DPE/dc-12135

	20.513.962
	Leonor Holguín de Calderón
	Bancafé-Calle 80
	8 noviembre-04

	23.346.265
	Margarita Suárez de Sandoval
	Bancafé-Plaza Américas
	013-0296-04 del 21 octubre-04

	41.312.771
	María Teresa Guevara de Salazar
	Bancafé-Unicentro
	03079 del 26 octubre-04

	2.894.934
	Pedro Miguel Andrade Cuellar
	Bancafé-Plaza Américas
	Enero 3 de 2005

	2.960.324
	Luis Nemesio Morales
	Bancafé-Acacías
	Enero 24 de 2005

	17.017.666
	Luis Enrique Vargas Rodríguez
	Bancafé-Ilarco
	La entidad da respuesta el 30 de septiembre de 2004, sin embargo se remitió la solicitud de información el 30 de diciembre de 2004, lo cual no es lógico.

	20.012.326.
	María Alicia González de Uribe
	Bancafé-Plaza Américas
	Enero 3 de 2005-


Fuente: entidades financieras y base datos –Consorcio Fiducafé. 

De otra parte, en la información enviada por el Consorcio, mediante oficio 11640 del 20 de agosto de 2004, radicada en la Contraloría con el No. 13534 de la misma fecha, debidamente firmada, no se evidencia observaciones, ni aclaraciones que manifestaran que la información no correspondía a la definitiva, más aún tratándose de registros de  vigencias anteriores, los cuales debían estar actualizados a la fecha de nuestra solicitud,  por lo que difiere de la expresada en la segunda comunicación radicada en la Contraloría bajo el No. 02488 del 11 de febrero de 2005, aduciendo que la información suministrada no corresponde a la definitiva para esa fecha.

Este hecho generó que el Consorcio modificara la información de las siguientes personas suministrada inicialmente en el oficio 13534, frente a los oficios VGF-uno-AYP 600 del 2 de noviembre/004, VGF-UNO AYP 603 del 2 de noviembre de 2004 y VGF-AYP 0173 del 12 de enero de 2005:

Soledad Pérez Díaz – CC. 20.007.035

Sofía Arguello de Mejía – c.c. 20.026.069

Florentino Torres c.c. 20.151.669

María Elena Moreno de Cortés – c.c. 20.263.138

Águeda Múnera Avendaño – c.c. 20.298.622

Margarita Vda. De Molano – c.c. 20.200.605

Aracelly Sierra de Forero – c.c. 24.014.842 

Leonor Sarmiento de Bernal c.c. 20.087.027

Pedro Julio Sopo Triviño c.c. 55.445

Águeda Mesa de Díaz c.c. 20.513.605

Lo anterior se constituye en hallazgos de tipo administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se está dando cumplimiento a los procedimientos establecidos para tal fin, ni a lo establecido en  la Ley 87 de 1993.

2.2.3.4. Acreencias.

Una vez evaluados los procedimientos establecidos en la Subdirección de Obligaciones Pensionales, se observa demora en el trámite para retirar oportunamente de nómina a pensionados fallecidos, constituyendo acreencias sin límite en el tiempo, como se observa en los siguientes casos:

2.2.3.4.1. ALICIA RAMONA DIAZ DE DIAZ, identificada con la cédula de Ciudadanía 22.898.257, quien aparece como pensionada sustituta, falleció el día 24 de septiembre de 2003, tal como aparece certificado en la base de datos de la Secretaría de Salud, entidad que además expidió la licencia de cremación No.22597 del 26 de septiembre de 2003.
Revisado el expediente correspondiente a la beneficiaria, aparece consignadas sus mesadas pensionales hasta el mes de diciembre de 2003, ésto es cuatro (4) meses después de su fallecimiento.  Sin embargo, según información del Consorcio la Previsora Fiducafé, las mesadas sin cobrar fueron constituidas en acreencias de enero a julio de 2004, encontrándose a cuenta activa, sin que hasta la fecha el Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá haya realizado el procedimiento de suspensión de pagos y/o devolución de los recursos consignados en dicha cuenta, tal como lo contempla el Contrato No.8 del 17 de mayo de 2001, en su cláusula tercera, numeral 3.26.

2.2.3.4.2. El señor OSCAR MORATO FLORES, identificado con la cédula de Ciudadanía 14.065.001, quien falleció el día 10 de junio de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirado nómina en el mes de Marzo de 2003.

2.2.3.4.3.  El señor RAFAEL EMIGDIO ROJAS GUEVARA, identificado con la cédula de Ciudadanía 111.092, quien falleció el día 13 de Agosto de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirado de nomina en el mes de Abril de 2003.

2.2.3.4.4. El señor ATARA MANCIPE ADÁN, identificado con la cédula de Ciudadanía 8.351, quien falleció el día 21 de octubre de 2001, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirado de nomina en el mes de Abril de 2003.

2.2.3.4.5. El señor MARTÍN GIRALDO ARTURO, identificado con la cédula de Ciudadanía 1.199.939, quien falleció el día 18 de abril de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirado de nomina en el mes de Agosto de 2003.

2.2.3.4.6. El señor LINARES BELTRÁN EUDORO, identificado con la cédula de Ciudadanía 138.998, quien falleció el día 12 de Noviembre de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirado de nomina en el mes de Agosto de 2003.

2.2.3.4.7. El señor OSCAR HUMBERTO RUIZ CALDERÓN, identificado con la cédula de Ciudadanía 19.174.065, quien falleció el día 13 de noviembre de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirado de nomina en el mes de Octubre de 2003.

2.2.3.4.8. El señor LUIS ALBERTO MARTÍNEZ FERNÁNDEZ, identificado con la cédula de Ciudadanía 17.026.256, quien falleció el día 22 de julio de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirado de nomina en el mes de Febrero de 2004.

2.2.3.4.9. El señor ALVARO SANDOVAL, identificado con la cédula de Ciudadanía 151.738, quien falleció el día 21 de abril de 2003, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirado de nomina en el mes de Mayo de 2004.

2.2.3.4.10. La señora SARA GUTIÉRREZ DE VARGAS, identificada con la cédula de Ciudadanía 21.077.319, quien falleció el día 25 de enero de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Marzo de 2003.

2.2.3.4.11. La señora ISABEL DONOSO DE MOLANO, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.034.088, quien falleció el día 9 de septiembre de 2001, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Marzo de 2003.

2.2.3.4.12. La señora MARÍA CRISTINA VALENCIA, identificada con la cédula de Ciudadanía 29.657.463, quien falleció el día 28 de junio de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Marzo de 2003.

2.2.3.4.13. La señora EVA MARÍA MARTÍNEZ DE MENDOZA, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.084.12, quien falleció el día 27 de mayo de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Abril de 2003.

2.2.3.4.14. La señora ANA ESTHER QUIJANO DE MORENO, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.073.109, quien falleció el día 18 de octubre de 2001, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Abril de 2003.

2.2.3.4.15. La señora BLANCA MARÍA CARRERA DE ACUÑA, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.119.836, quien falleció el día 1 de octubre de 2001, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Mayo de 2003.

2.2.3.4.16. La señora MARÍA EDELMIRA BELLO, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.232.713, quien falleció el día 11 de noviembre de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Mayo de 2003.

2.2.3.4.17. La señora MELIDA RAQUEL VALENZUELA DE SÁNCHEZ, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.260.055, quien falleció el día 23 de noviembre de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Julio de 2003.

2.2.3.4.18. La señora MÚNERA AVENDAÑO AGUEDA, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.298.622, quien falleció el día 11 de mayo de 2001, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Agosto de 2003.

2.2.3.4.19. La señora TRANSITO CASTRO DE GUEVARA, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.406.727, quien falleció el día 26 de junio de 2002, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Septiembre de 2003.

2.2.3.4.20. La señora ERIKA FREUNDOVA DE GÓMEZ, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.131.296, quien falleció el día 11 de Enero de 2003, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Septiembre de 2003.

2.2.3.4.21. La señora MARGARITA SALAMANCA DE MOLANO, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.200.605, quien falleció el día 19 de octubre de 2001, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Enero de 2004.

2.2.3.4.22. La señora HELENA BEJARANO DE CORONEL, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.090.616, quien falleció el día 22 de febrero de 2003, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Febrero de 2004.

2.2.3.4.23. La señora MARÍA TERESA GUEVARA DE SALAZAR, identificada con la cédula de Ciudadanía 41.312.771, quien falleció el día 28 de enero de 2003, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Febrero de 2004.

2.2.3.4.24. La señora ANA ROSA RAMOS DE LÓPEZ, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.070.289, quien falleció el día 24 de julio de 2003, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Abril de 2004.

2.2.3.4.25. La señora MARÍA ENIT RODRÍGUEZ  VALENCIA, identificada con la cédula de Ciudadanía 24.257.040, quien falleció el día 17 de mayo de 2003, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Mayo de 2004.

2.2.3.4.26. La señora MARÍA GEORGINA OBREGÓN DE FERNÁNDEZ, identificada con la cédula de Ciudadanía 28.302.315, quien falleció el día 30 de junio de 2003, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Mayo de 2004.

2.2.3.4.27. La señora YOLANDA TOVAR DE REY, identificada con la cédula de Ciudadanía 20.047.376, quien falleció el día 30 de octubre de 2003, tal como aparece en la Base de Datos de inhumados de la Secretaría de Salud, y retirada de nomina en el mes de Junio de 2004.

Como se observa en los casos descritos, transcurren más de 6 meses para que una persona fallecida sea retirada de nómina, situación que origina desactualización en la información, falta de efectividad en los controles toda vez que se generan reportes de pagos al Consorcio para que éste sitúe los fondos a las distintas entidades financieras y procedan a efectuar el pago correspondiente cuando no hay lugar a ello; así mismo, no se gestiona ante las entidades financieras la devolución de los recursos, situación que conlleva a la falta de rentabilidad para el patrimonio autónomo y por consiguiente pérdida del valor adquisitivo. 

La anterior situación, se constituye en hallazgos de tipo administrativo, por cuanto no se esta dando cumplimiento a los procedimientos de Atención al Pensionado, al contrato celebrado con el Consorcio FPB y al  artículo 2 de la Ley 87 de 1993. Deben además quedar consignados en el plan de mejoramiento con el fin de buscar soluciones y evitar reincidencias en el futuro.

ANEXO 1

CUADRO DE HALLAZGO DETECTADOS Y COMUNICADOS

	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION

	ADMINISTRATIVOS 
	37
	NA
	2.2.3.1., 2.2.3.2., 2.2.3.3.1. al 2.2.3.3.8., 2.2.3.4.1. al 2.2.3.4.27

	FISCALES
	10
	$6.026.7 millones
	2.2.2.1 al 2.2.2.10

	DISCIPLINARIOS
	11
	NA
	2.2.1.1  al  2.2.1.11 

	PENALES
	0
	NA
	

	TOTAL
	58
	
	


Fuente: Informe de Auditoria Integral
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